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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, junio siete de dos mil dieciséis
Expediente 66001-22-13-000-2016-00579-00
Acta N° 261 de junio 7 de 2016
Decide la Sala la acción de tutela promovida por Pedro Nel Cifuentes Villada, en contra de la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional.
ANTECEDENTES

Pedro Nel Cifuentes Villada, quien actúa en su propio nombre, acudió a esta vía en aras de la protección de los derechos fundamentales “a la salud, vida y dignidad”, de los que es titular y que estima conculcados por la Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional.

Relató que se encuentra afiliado al sistema de salud en el régimen especial de la Policía Nacional como cotizante y en calidad de pensionado; hace 4 meses, presenta un cuadro clínico con movimientos involuntarios de la lengua y se le han formulado varios medicamentos, sin progreso; en el mes de marzo la neuróloga le recetó “TETRABENAZINA tableta por 25 mg”,  con el que sí ha mostrado mejoría; sin embargo, la entidad no le ha hecho entrega de la misma, que tiene un costo superior a $1’000.000,oo, y le ha tocado pagar algunas consultas por tal especialidad, porque no se le soluciona nada con sus citas. 

Pidió, en consecuencia, la protección de los derechos arriba señalados y que se ordene a la demandada (i) que en el término de 48 horas y en adelante, haga entrega de manera cumplida de la medicina “TETRABENAZINA TABLETAS 25 MG POR 112 TABLETAS”, y (ii) se le cubra todas las consultas por neurología que ha tenido qué pagar. .

Con la demanda, entre otros documentos, aportó copia de historia clínica por consulta particular especializada de neurología y la de la fórmula del mencionado fármaco; y del resultado del examen “RM CEREBRO”  realizado por la parte accionada
A la petición se le dio trámite y se corrió traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa. Así lo hizo la Jefe Seccional Sanidad quien expresó, en resumen, que en relación con el medicamento reclamado, no se encuentra incluido en el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial y, por ello se debe remitir al Comité Técnico Científico para que emita un concepto médico sobre la viabilidad de su suministro; agregó que no han vulnerado los derechos del demandante, como que en varias ocasiones ha sido valorado por diferentes especialidades con el fin de mejorar su salud y, por ello, están dispuestos a brindar un tratamiento integral, una vez se cuente con la aprobación del CTC; solicitó negar el amparo impetrado y, en caso contrario, que se autorice el recobro ante el “FOSIGA” (sic). 
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

  



En ejercicio de esa garantía, Pedro Nel Cifuentes Villada, quien actúa en su propio, acudió en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, que estima vulnerados por la entidad accionada que le niega el suministro del medicamento  “TETRABENAZINA TABLETAS 25 MG POR 112 TABLETAS” ordenado por el especialista al que acudió atendiendo a movimientos involuntarios que presenta en su lengua, y por cuanto no se le da solución a las citas por neurología que ha pagado y que no le otorga Sanidad.
No hay discusión en cuanto a que el derecho a la salud es fundamental, como lo ha precisado desde hace un buen tiempo la jurisprudencia constitucional y lo determina ahora la Ley 1751 de 2015 (art. 1°). Tampoco se halla en entredicho la necesidad y urgencia del suministro reclamado, ni de la consulta especializada que refiere el accionante, pues, respecto de aquello, solo atinó la demandada a indicar que no se encuentra dentro del plan especial de servicios que la cobija, en tanto que guardó silencio respecto de la cita. 
  



Ahora bien, es claro que la formulación extendida al actor no proviene de un médico adscrito Sanidad de la Policía Nacional, sino de un especialista particular al que acudió (f. 6 y 7) en razón de la dolencia por la que atraviesa “DISQUINECIAS OROLINGUALES”, junto a otros eventos que repercuten seriamente en su condición de salud sobre la que, por lo que afirma el actor y ante el silencio de la accionada, se entiende que no ha recibido la atención debida, oportuna y eficaz que requiere para paliar tal condición. 
  



Por el contrario, se vio obligado a acudir a una consulta particular en la que, en principio, se le diagnosticó y recetó el tratamiento farmacológico cuyo suministro reclama. Frente a este derrotero, lo que surge es que, en efecto, se le han resquebrajado los derechos a la salud y a la vida en condiciones dignas, como quiera que no ha obtenido por parte de la Seccional Sanidad de Risaralda, el acompañamiento médico necesario, en aras de que un galeno especialista en neurología adscrito a esa dependencia, dentro del ámbito de sus funciones, determine o confirme el verdadero estado del paciente, la pertinencia del medicamento recomendado externamente o, en su defecto, cuál ha de ser la mejor alternativa para el manejo de la patología del caso; ello, acorde con lo que la jurisprudencia constitucional
 ha definido en cuestiones de similar matiz. 
 



Por ello, se ordenará a la accionada que en el término que se señale, proceda a remitir al demandante a valoración especializada por neurología, con el fin de que se proceda conforme se acaba de delinear. 

   



Una vez lo haga, y de acuerdo con las recomendaciones del especialista, como entrega de medicamentos, realización de exámenes, intervenciones quirúrgicas, entre otras, deberá, en un término máximo de diez días, garantizar la entrega y/o ejecución de las mismas, se hallen o no dentro del vademécum de la Policía Nacional (Acuerdo 042 de 2005), como quiera que la incapacidad económica denunciada por el interesado para cubrir los gastos que demanda su actual padecimiento carece de refutación. 
   



Por último, como en las pretensiones parece incluirse que se le imponga a la entidad que reconozca al actor el valor de las consultas que ha pagado hasta el momento, vale recordar que la acción de tutela no es un mecanismo diseñado para el reconocimiento de derechos de orden patrimonial, sino fundamental, con lo que se negará el amparo para ese efecto. 
 



DECISIÓN

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

  



RESUELVE:    





1°
CONCEDER el amparo impetrado por Pedro Nel Cifuentes Villada, frente a la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional.
 



2°
En consecuencia, se ordena a su jefe seccional, Teniente Coronel Luisa Fernanda Vega Bahamón, o quien haga sus veces, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación que de esta sentencia se le haga, inicie las gestiones del caso para que el demandante sea valorado por un especialista en neurología, quien con vista en la historia clínica particular arrimada al expediente (f. 6), determine o confirme el verdadero estado del mismo, la pertinencia del medicamento Tetrabenazina tabletas por 25 mg, o señale cuál ha de ser la mejor alternativa para el manejo de la patología del caso.




Dicha consulta deberá ejecutarse, en todo caso, en un plazo no mayor a cinco (5) días.





Por secretaría se acompañarán las copias de rigor.
  



3º 
Luego de ello, y conforme a las recomendaciones que expida el profesional, como entrega de medicamentos, realización de exámenes, intervenciones quirúrgicas, entre otras, deberá, en un término que no supere los diez (10) días, garantizar la entrega y/o ejecución de lo que corresponda, haga o no parte del Acuerdo 042 de 2005.
De todo ello se dará cuenta a esa Sala.

  



4°
Se niega la pretensión en lo que tiene que ver con el reconocimiento económico por consultas particulares pagadas por el accionante. 

 



5°
Se dispone la prestación de un tratamiento integral atañedero, en forma exclusiva, a lo que se derive del diagnóstico que emita el profesional especializado.




Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992. 

  



Si no es impugnada remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión y a su regreso archívese el expediente, en caso de que no se requiera ningún trámite adicional. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
                 
DUBERNEY GRISALES HERRERA
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